STJSL-S.J. – S.D. Nº 074/20.-

-En la Provincia de San Luis, a seis días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “NANFARA MARCELO ROBERTO c/ GIMÉNEZ CRISTINA ELIZABETH s/ ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN DE FILIACION - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. N° 278231/15.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por la actora?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificar?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

VI) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado por el actor?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

VIII) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que en ESCEXT Nº 9500313 de fecha 26/06/18, los Dres. TITO DANIEL FERNÁNDEZ y PATRICIA A. ALEGRE, por la parte actora, interponen Recurso de Casación en contra de la S.I.  Nº 197 del 18/06/18 (actuación Nº 9441940), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, que resolvió: “1) Hacer lugar a los recursos de apelación interpuestos por las demandadas. 2) Revocar la S.I. N°47 de fecha 29 de mayo de 2017. 3) Hacer lugar a la excepción de cosa juzgada respecto de la Sentencia Definitiva N°122 de fecha 25 de septiembre de 2007 dictada en el Expte. N°163912/95 autos caratulados: “GCE C/NMR s/ FILIACION”, declarando abstracto el tratamiento de los agravios por la excepción de falta de legitimación para obrar opuesta, con costas en ambas instancias al actor vencido (arts.279, 68 y 69 CPC y C)…”.
Luego, en ESCEXT Nº 9570960 de fecha 05/07/18 el recurrente fundamenta el recurso, en la causal del art. 287 inc. a) y b) del CPC y C.

Pasado el expediente a dictar sentencia, corresponde de modo preliminar en esta primera cuestión examinar el cumplimiento de los recaudos formales establecidos por los artículos 286 y cc. del CPC y C para la admisión formal del recurso.

Que en orden a ello, advierto que el recurso fue interpuesto y fundado en término, la parte recurrente acompaña constancia de pago de depósito exigido por el art. 290 del CPC y C y la resolución que se recurre es sentencia equiparable a definitiva, en los términos impuestos por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a) del CPC y C, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA  y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que al fundamentar el recurso, en el punto II-a- HECHO REVELADOR, expresan que se inicia la presente causa con la acción de desafiliación-paternidad extramatrimonial por falta de veracidad biológica e impugnación de la Sentencia Definitiva Nº 122 de fecha 25 de setiembre del 2007, dictada por ante el Juzgado de Familia Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, en autos: “GIMÉNEZ CRISTINA ELIZABETH c/ NANFARA MARCELO ROBERTO - FILIACIÓN”- Expte. 163912/95, la cual adjudicó el vínculo biológico con la menor BVN, en tanto que con posterioridad a la acción mencionada se produjo un hecho nuevo REVELADOR DE LA IDENTIDAD BIOLÓGICA DE LA MENOR.
Refieren que desde dicha actuaciones judiciales con absoluta confianza en ella, el Sr. MARCELO R. MANFARA optó por considerar cierta y válida la prueba genética que se hiciera en dicho momento, pero como las grandes dudas sobre la paternidad continuaban, en un todo de acuerdo con la Sra. GIMÉNEZ y la menor, concurrieron en a la Ciudad de Buenos Aires, para realizar la prueba genética de las células del padre y las de la supuesta hija a través de pruebas de ADN, las cuales les permitieron conocer que no eran genéticamente compatibles. 
Expresan que este estudio biológico se realizó en la Ciudad de Buenos Aires en DDC DIAGNOSTICS CENTER (estudios genéticos avanzados) ADNANÁLISIS con resultado negativo; en una primera oportunidad las muestras para dicho examen fueron extraídas en esta ciudad de San Luis, y a los fines de otorgar seriedad y credibilidad al examen realizado, se realiza una contraprueba nuevamente, realizando las extracciones genéticas en la seguridad y protocolo que el mismo laboratorio establece para tales fines, y también resultaron negativas, ambas con fechas 17/06/2014 y 26/09/2014.
Manifiestan que este nuevo acontecimiento dio motivo suficiente para iniciar la acción de impugnación de filiación, posterior al proceso judicial anterior, dado que en “ambos” estudios genéticos se sostuvo: “…El presunto padre es excluido como padre biológico del niño (a) examinado (a) esta conclusión es basada en los alelos no correspondientes observados en los loci listados con un IP igual a 0. Al presunto padre le faltan los marcadores genéticos que deben ser contribuidos al niño por el padre biológico, la probabilidad de paternidad es de 0%...”.
Sostienen que la sentencia impugnada, que revoca la sentencia del Juez de grado y hace lugar a la excepción de cosa juzgada, incurrió en infracción constitucional, en tanto omitió ponderar correctamente y en forma primordial el interés superior del niño, que en el caso concreto es el de la tutela judicial efectiva y el derecho a la verdad sobre su identidad biológica.
Refieren a la aplicación de los arts. 1,2, 3, 7 y 8 de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, Niña y Adolecentes, del art. 75 inc. 22 de la C.N. y que conforme al art. 590 del Código Civil y Comercial, la legitimación para impugnar la paternidad es amplia; y esto recepta el derecho a conocer la verdad biológica. 

Con relación a la aplicación de la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes Nº 26.061, dijeron que el principio de verdad biológica es receptado expresamente en el derecho argentino, luego de la sanción de la Ley 23.264, en los arts. 244, 252 y 253 del C.Civ., avanzó y se consolidó con la Ley 26.061 que nace como derecho implícito consagrado en el art. 33 de la C.N. y que el derecho a la identidad ha adquirido rango constitucional y ha sido reconocido explícitamente en diversos instrumentos internacionales que -tras la reforma constitucional- gozan de jerarquía constitucional.
Afirman que dado el alcance y certidumbre de las pruebas biológicas que permiten esclarecer la verdad acerca del vínculo biológico, es posible rever y flexibilizar la eficacia de la cosa juzgada del fallo afectado, por las nuevas circunstancias del avance de la ciencia médica y que la pugna entre la seguridad jurídica y el derecho a la identidad biológica es aparente, porque la inmutabilidad de la cosa juzgada puede ser cuestionada cuando se configuran circunstancias precisas y excepcionales, como lo fue el estudio biológico que se realizó en la Ciudad de Buenos Aires en DDC DIAGNOSTICS CENTER (estudios genéticos avanzados) ADNANÁLISIS con resultado negativo, con fechas 17/06/2014 y 26/09/2014, posterior a la S.D. Nº 122, de fecha 25 de septiembre de 2007. 

Sostienen que toda persona posee el derecho de conocer la verdad sobre su origen y que la misma recibe suficiente tutela por el ordenamiento jurídico en el art. 33 de la Constitución Nacional, así como en numerosos instrumentos internacionales con jerarquía constitucional (arts. 75 incs. 22 y 23 Constitución Nacional; 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño; XVII de la declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 6 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 3 y 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos - Pacto de San José de Costa Rica ; 16 y 24 del Pacto Internacional por los Derechos Civiles y Políticos; 10.3 del Pacto Internacional por los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y  también en nuestra Constitución provincial (art. 12.2 C. Prov.) y en las leyes de fondo, que reglamentan su ejercicio (arts. 253 , 255 y cc. CCiv.; 1, 2 ,3 ,5 ,11 y cc., Ley 26.061; 1, 4 y cc., Ley 23.511; etc.).

Alegan que la pérdida del carácter inmutable de la cosa juzgada procede en el caso de autos, dado la circunstancia sobreviniente y en orden a su acaecimiento, se demuestra con los estudios adjuntos en la causa -no negados, ni impugnados por la demandada- el error o la inexactitud de una situación notoriamente injusta, frente a la aparición de nuevas pruebas desconocidas al momento del dictado de la sentencia.
Con relación a la errónea interpretación que realiza la Excma. Cámara, del  art. 593 C.C.y C. -cosa juzgada- arguyen, que la presente acción fue planteada debido a un “nuevo y posterior” examen genético que se realizó como objetivo de determinar el vínculo genético real y dado que el mismo dio como resultado que no existe entre el actor y la menor, probabilidad de paternidad alguna, por lo que dentro del año del mencionado resultado, se inició la presente acción, según lo establece el art. 593 CC y C.

Refieren que no debe perderse de vista que en la causa prima el interés superior del niño en conocer su realidad biológica, que LA IDENTIDAD DE LA PERSONA ES UN DERECHO FUNDAMENTAL PERSONALÍSIMO, por lo que el valor de cosa juzgada que invoca la contraria debe ceder frente a otros valores a proteger, como el derecho del niño a su identidad (art. 11 de la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes).
Por último, expresaron que el Superior Tribunal de Justicia, suscribió un Acuerdo con LABORATORIOS PUNTANOS, luego de la cuestionada Sentencia Nº 122. En el mismo se determinó el modo y protocolo de las RECOMENDACIONES PARA LA RECOLECCIÓN Y ENVÍO DE MUESTRAS CON FINES DE IDENTIFICACIÓN GENÉTICA HUMANA y que estas recomendaciones de gran contenido científico, no fueron tomados en cuenta al momento de practicarse los anteriores estudios.

Concluyen, que los hechos posteriores a la sentencia atacada demuestran que lo querido por el Sr. NANFARA es la búsqueda de la verdad real garantizando el derecho a la identidad biológica de raigambre constitucional, no sólo de la adolescente sino del mismo actor y todo su núcleo familiar, quienes asimismo tienen el derecho al Estado de Familia. Hace reserva de derechos.
2) Que la contraria contesta traslado del recurso de casación en ESCEXT Nº 11161403 de fecha 18/03/19, exponiendo los fundamentos que hacen a su derecho, los que debidamente merituados doy por reproducidos.
3) Que el Sr. Procurador General en actuación Nº 12203541 de fecha 12/08/19 advirtió: “…que todo el planteo casacionista gira en el eje de LA NECESIDAD DEL RECONOCIMIENTO DE LA VERDAD BIOLÓGICA con sustento en el DERECHO A LA IDENTIDAD… debe dilucidarse si el conflicto que se reaviva a partir del HECHO SOBREVINIENTE: el resultado negativo de un estudio privado de ADN de 2014, y que se somete a la jurisdicción, habrá de sujetarse a éxito de la excepción de cosa juzgada”. Considera que le asiste razón al casacionista.
4) Que sentado lo expuesto, corresponde examinar si en la presente causa se configura alguna de las causales casatorias invocadas por el recurrente con fundamento en lo dispuesto en los incs. a) y b) del CPC y C, caso contrario, el recurso deducido no podría prosperar.
Al respecto, se ha dicho: “el recurso de casación constituye una vía de impugnación extraordinaria por la que se denuncian ante el Máximo Tribunal fallas en la interpretación y aplicación de derecho, y se busca que la Corte declare cual es el correcto derecho aplicable, esto es, cuál es, en definitiva, la solución que corresponde dar al caso sometido a decisión de los tribunales.” (cfr. Morello Augusto M. Sosa, Gualberto L. y Berizonce Roberto O. Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y anotados, Plantense - Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1988, t. III, pág. 493).

Y en tal sentido, resuelto: “el recurso de casación solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley.” (Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª Edición, p.213) (cfr. STJSL-S.J.–S.D. Nº 086/19 del 21/05/2019, “DALLO CAROLINA ELDA c/ LÓPEZ LILIANA GRACIELA y OTRO s/ COBRO DE PESOS -LABORAL- RECURSO DE CASACIÓN”, IURIX EXP Nº 274419/14; STJSL-S.J.–S.D. Nº 079/19 del 8/05/2019 “JOFRÉ ESTELA MYRIAM c/ AGUILAR ALFREDO y OTRO s/ DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP N° 122986/3).

Teniendo en cuenta lo expuesto, y luego del análisis de los argumentos que se esgrimen como fundamento del Recurso de Casación, anticipo que me pronunciaré favorablemente sobre el mismo. 

Que el inc. a) del art. 287 autoriza el remedio casatorio en los casos en que: “…se hubiere aplicado una ley o una norma que no correspondiere o hubiere dejado de aplicarse la que correspondiere”, y el inc. b) “Cuando se hubiere interpretado erróneamente una norma legal”. En orden a ello el recurrente postula que la sentencia impugnada que revoca la sentencia del Juez de grado y hace lugar a la excepción de cosa juzgada incurrió en infracción constitucional, en tanto omitió ponderar correctamente y en forma primordial el interés superior del niño, que en el caso concreto es el de la tutela judicial efectiva y el derecho a la verdad sobre su identidad biológica, pues conforme el art. 590 del Código Civil y Comercial la legitimación para impugnar la paternidad es amplia; y esto recepta el derecho a conocer la verdad biológica. 
Entiendo que la Excma. Cámara ha aplicado o interpretado erróneamente la ley, al considerar que habiendo la niña BVN, en aquel entonces quedado emplazada en el estado de hija del Sr. NANFARA MARCELO ROBERTO (transcurridos más de siete años), el padre impugna la paternidad determinada por sentencia judicial, habiendo transitado el juicio de filiación con todas las garantías constitucionales del debido proceso legal y defensa en juicio (arts.18 CN y 43 CP), entendiendo que no se afianza la justicia, ni se logra la tutela judicial efectiva, si se permite al progenitor impugnar la paternidad de BVN, en un nuevo proceso como el aquí planteado, aduciendo no ser el verdadero padre de la niña por falta de veracidad biológica, lo que surgiría de pruebas de ADN realizadas en forma privada, cuando en aquel juicio, ejerció plenamente su derecho de defensa, no impugnó la prueba pericial, ni recurrió la sentencia definitiva recaída en autos.

Se advierte que la sentencia atacada omitió considerar el interés superior del niño, en este caso de BVN, consagrado en la Convención de los Derechos del Niño y en la Ley 26.061 y así excluir el derecho a conocer la verdad sobre su identidad biológica.
Al respecto, en la Convención sobre los Derechos del Niño se establece que todas las medidas respecto del niño deben estar basadas en la consideración del interés superior del mismo y corresponde al Estado asegurar una adecuada protección y cuidado. En efecto, en su  artículo 3° establece que: “a la hora de resolver sobre medidas concernientes a menores, el Juez debe atender de modo primordial al interés superior del niño” y en el artículo 8° que: “1. Los Estados Partes se comprometen a respetar, el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad”.
Por su parte, la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes -Ley 26.061- promulgada el 21/10/2005 establece, en su art. 3°, que se entiende por "Interés Superior del Niño, Niña y Adolescente", a la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley, en consecuencia, resulta obligatoria la incorporación del “interés superior del niño” como criterio de interpretación de la normativa aplicable al caso de marras, máxime cuando en  el art. 11 determina en el  DERECHO A LA IDENTIDAD que: “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a un nombre, a una nacionalidad, a su lengua de origen, al conocimiento de quiénes son sus padres, a la preservación de sus relaciones familiares de conformidad con la ley, a la cultura de su lugar de origen y a preservar su identidad e idiosincrasia, salvo la excepción prevista en los artículos 327 y 328 del Código Civil”.
“Los Organismos del Estado deben facilitar y colaborar en la búsqueda, localización u obtención de información, de los padres u otros familiares de las niñas, niños y adolescentes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiar. Tienen derecho a conocer a sus padres biológicos, y a crecer y desarrollarse en su familia de origen, a mantener en forma regular y permanente el vínculo personal y directo con sus padres, aun cuando éstos estuvieran separados o divorciados, o pesara sobre cualquiera de ellos denuncia penal o sentencia, salvo que dicho vínculo, amenazare o violare alguno de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que consagra la ley”.
“En toda situación de institucionalización de los padres, los Organismos del Estado deben garantizar a las niñas, niños y adolescentes el vínculo y el contacto directo y permanente con aquéllos, siempre que no contraríe el interés superior del niño”.
“Sólo en los casos en que ello sea imposible y en forma excepcional tendrán derecho a vivir, ser criados y desarrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una familia adoptiva, de conformidad con la ley”.
La jurisprudencia ha dicho al respecto: “En los procesos en donde se investiga la relación paterno o materno filial debe prevalecer el principio de veracidad material en su vertiente de verdad biológica, de modo que, se haga coincidir la filiación jurídica con la real, en pro de garantizar el inalienable derecho a la identidad biológica y demás derechos personalísimos, por sobre el derecho a no declarar en contra de mismo previsto en el art. 18, Constitución Nacional”. (cfr. 0.000833333 || R., C. C. s. Acción de reclamación de filiación /// CCC Sala II, Mar del Plata, Buenos Aires; 04/05/2006; Rubinzal Online; RC J 530/08).
“La persona posee el derecho de conocer la verdad sobre su origen y quiénes en realidad son sus progenitores. A su vez, al juez le es permitido, en cumplimiento de la función estatal encomendada, llevar adelante las medidas jurisdiccionales necesarias para obtener la verdad real en el emplazamiento filiatorio de los individuos (arts. 579, 580 y concs., Código Civil y Comercial), de modo que la paternidad reclamada no termine siendo declarada como resultado de una ficción que deje subyacente la duda, situación que ética y psicológicamente no ha de ser lo mismo para el reclamante que cuando consigue una verificación de su identidad biológica con altísimo grado de verosimilitud. Es claro que no resulta lo mismo ser hijo presunto que hijo cierto. Elementos como la duda, la presunción, la incerteza, la ficción, ciertamente no es posible afirmar que contribuyan a afianzar el principio de igualdad de filiaciones (art. 558, Código Civil y Comercial), el que no pasaría en estos casos de ser una mera declaración ritual” (Del voto del Dr. Pettigiani)”. (cfr. 0.000290903 || B., L. vs. S., R. y otro s. Filiación /// SCJ, Buenos Aires; 05/10/2016; Rubinzal Online; C.119093; RC J 10017/19).
“Al juez le es permitido, en cumplimiento de la función estatal encomendada, llevar adelante las medidas jurisdiccionales necesarias para obtener la verdad real en el emplazamiento filiatorio de los individuos (art. 253 y ccdtes. del Código Civil), de modo que la paternidad reclamada no termine siendo declarada como resultado de una ficción que deje subyacente la duda; situación que ética y psicológicamente no ha de ser lo mismo para el niño, que cuando consigue una verificación de su identidad biológica con altísimo grado de verosimilitud. Es claro que no resulta lo mismo, ser hijo presunto, que hijo cierto. (Del voto del Dr. Pettigiani.)” (cfr. 0.000443459 || R., M. E. vs. M., G. R. s. Filiación /// SCJ, Buenos Aires; 25/03/2009; Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires; C 95848; RC J 2423/10).
“Las nuevas técnicas que hoy permiten resolver el interrogante (la filiación biológica) con un grado de eficacia cercano a la certeza absoluta, inexistentes a la época del proceso anterior, la verdadera tensión entre los principios constitucionales involucrados, los deberes del Estado en el marco de los procesos de emplazamiento filiatorio, el fin mismo del Derecho, su concreta realización y la búsqueda de la verdad y justicia, permiten hallar en el caso una nueva excepción desde la perspectiva del ámbito temporal al principio de inmutabilidad de las sentencias firmes (arts. 1, 18, 28, 31, 33, 75 inc. 22, Const. nacional; 1, 11, 15, 56 y concs., Const. provincial). (Voto del Dr. Pettigiani.) (cfr. 0.132914 || De Ángel, Obdulio José vs. Actis Perino viuda de Bruni, Ángela Santina s. Petición de herencia /// SCJ, Buenos Aires; 17/06/2015; Rubinzal Online; 92539; RC J 4485/15).
Por su parte el art. 593 del Código Civil y Comercial, en el Capitulo 8, Acciones de impugnación de filiación, prescribe “que los demás interesados pueden ejercer la acción de impugnación dentro de un año de haber conocido el acto de reconocimiento o desde que se tuvo conocimiento de que el niño podría no ser el hijo”, en autos la acción fue iniciada dentro de dicho término, pues el estudio biológico que se realizó en la Ciudad de Buenos Aires en DDC DIAGNOSTICS CENTER (estudios genéticos avanzados) ADNANÁLISIS con resultado negativo, es del 17/06/2014 y 26/09/2014 (posterior a la S.D. Nº 122, de fecha 25 de septiembre de 2007).
Desde otro costado, resulta necesario analizar una serie de conceptos, valores y principios fundamentales, para esclarecer si la cosa juzgada es inmutable en materia de filiación, a la luz de ciertos principios constitucionales, como el de la seguridad jurídica, en este caso.

 Este principio (seguridad jurídica) si bien se nutre de sentencias válidas e inmutables “basada en la imposibilidad de que un proceso ulterior altere el contenido de lo resuelto”, debe ceder frente a otros valores y principios que sí se aplican en la materia de filiación, como el principio a conocer la realidad biológica, y en caso de conflicto entre una cuestión de índole procesal y el derecho a la identidad y realidad biológica de jerarquía constitucional, consagrados por tratados internacionales, ratificados por el Estado, debe privar lo segundo por sobre lo primero, es decir el derecho a la identidad bilógica sobre la cuestión procesal.
Sostengo que no se puede subordinar la verdad biológica a una verdad aparente, más aun cuando ésta priva a una persona de conocer su propia identidad vulnerando principios fundamentales, consagrados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño con jerarquía superior a las leyes, por lo que en autos,  la inmutabilidad de la cosa juzgada debe ceder ante la justicia, para  determinar la verdadera identidad de BVN, ante la existencia de un hecho sobreviniente, tal como acontece en el caso bajo estudio.

 Por otra parte, no hay que olvidarse que en los juicios de filiación hay un interés social en la averiguación de la verdad que no se encuentra sólo al servicio del interés privado, pues a la comunidad también le interesa asegurar la responsabilidad procreacional y el derecho del niño a obtener su emplazamiento filial, que constituye un derecho de la personalidad.

Asi se ha considerado que: “En materia filiatoria, el derecho a la verdad no se agota en una proyección social de la personalidad del sujeto ligado a la faz dinámica del derecho a la identidad. Comprende también un interés social y estatal en la identificación del estado civil de las personas en la medida en que ésta constituye una de las bases de la organización social cuya violación puede generar perjuicios a los propios involucrados y a terceros ajenos a la relación. (Por mayoría, voto del Dr. De Lázzari al que adhirieron los Dres. Soria, Negri y Pettigiani -por su voto-.)” (cfr. 0.00386473 || C., M. A. vs. M., A. s. Filiación /// SCJ, Buenos Aires; 11/03/2015; Rubinzal Online; 102058; RC J 1870/15).
Que compartimos lo expresado por el Sr. Procurador en su dictamen de fecha 12/08/19 al decir: “Concuerda esta Procuración con autorizada doctrina que postula la inmutabilidad relativa de la cosa juzgada. Ello, ya que ante el interrogante en torno a si el derecho a la propiedad y el principio de la seguridad sobre el que se asienta la inmutabilidad de la cosa juzgada, pueden ceder frente a otros valores y principios aplicables a la materia filiatoria, se asevera: “nos encontramos, frente a una clara oposición entre dos valores constitucionalmente protegidos: por una lado, el principio de inmutabilidad de la cosa juzgada, que se fundamenta en el derecho a la propiedad y el principio de seguridad jurídica, como un valor deseable en el mundo del derecho, y por el otro lado, el principio de justicia que en materia de filiación se plasmaría mencionando como ejemplo el derecho a conocer la propia identidad, con todos los derechos que el mismo integra. Si aplicamos el primer derecho a rajatabla estaríamos vulnerando el segundo”; se explica que jurisprudencialmente “se admite la revisión de la cosa juzgada, cuando se trate de dar cumplimiento al principio de afianzar la justicia”, y se concluye: “Cabe atribuir al valor de las pruebas genéticas y al avance de las mismas, un motivo suficiente para habilitar la revisión de la sentencia firme en un proceso de filiación, atento a que cerrar la puerta a la revisión sería incompatible con la necesidad de asegurar la verdad objetiva, irrenunciable en los procesos de familia (…) no se puede subordinar la verdad biológica a una verdad aparente, más aún cuando ésta priva a una persona de conocer su propia identidad vulnerando principios fundamentales, consagrados en la Convención Internacional de los derechos del niño con jerarquía superior a las leyes” (cfr. COLAZO, Ivana I. “La revisión de la cosa juzgada en las sentencias de filiación”, 8 de junio de 2010; Id SAIJ: DACF100046; en www.saij.jus.gov.ar). Lo resaltado me pertenece. 

Es decir que si bien el instituto de la cosa juzgada tiene jerarquía constitucional, atento a que los derechos adquiridos por sentencia firme tienen su fundamento en las garantías de la propiedad y la defensa en juicio, se admite, en forma excepcional y en resguardo de la verdad material, de la seguridad jurídica y del derecho de propiedad, que dicha inmutabilidad no tenga carácter absoluto en materia de filiación, siendo posible la revisión en los procesos de familia, a los fines de indagar la verdad biológica  y así el derecho a la identidad.
Asi la jurisprudencia tiene dicho: “En el derecho de familia, la cosa juzgada material reviste carácter relativo. En los procesos de filiación se encuentra en juego el derecho a la identidad que, al igual que la "cosa juzgada", tiene fundamento constitucional y merece una amplia protección. Es por ello que debe primar el derecho a conocer los orígenes y la realidad biológica por sobre la "cosa juzgada", atento a que hace a la esencia más profunda de las personas”. (cfr. 0.26757 || A., E. L. vs. A., S. s. Filiación /// 2ª CCCMPT, Mendoza, Mendoza; 06/08/2018; Rubinzal Online; 53326; RC J 10141/19).

Asimismo, “Resulta improcedente la excepción de cosa juzgada opuesta por el demandado en un juicio de filiación iniciado por el presunto hijo bajo el argumento de que existe sentencia que rechazó la filiación intentada con anterioridad por la madre de quien en aquel entonces era menor, por cuanto debe prevalecer el derecho a la identidad por sobre el principio de autoridad de cosa juzgada. (Del voto del Dr. Hankovits.)” (cfr. 0.163492 || P. M. E. vs. M. G. J. M. s. Filiación /// CCC, Dolores, Buenos Aires; 16/08/2011; Rubinzal Online; RC J 10537/11).
En razón de lo expuesto, en la caso bajo estudio se admite la revisión de la cosa juzgada, sobre todo si se trata de dar cumplimiento al principio de afianzar la justicia, a los fines de conocer la verdad biológica, con sustento en el derecho a la identidad de BVN, por lo que se concluye, conforme lo dictaminado por el Sr. Procurador que: “Cabe atribuir al valor de las pruebas genéticas y al avance de las mismas, un motivo suficiente para habilitar la revisión de la sentencia firme en un proceso de filiación, atento a que cerrar la puerta a la revisión sería incompatible con la necesidad de asegurar la verdad objetiva, irrenunciable en los procesos de familia (…) no se puede subordinar la verdad biológica a una verdad aparente, más aún cuando ésta priva a una persona de conocer su propia identidad vulnerando principios fundamentales, consagrados en la Convención Internacional de los derechos del niño con jerarquía superior a las leyes” (COLAZO, Ivana I. “La revisión de la cosa juzgada en las sentencias de filiación”, 8 de Junio de 2010; Id SAIJ: DACF100046; en www.saij.jus.gov.ar)”. En consecuencia le asiste razón al recurrente, pues en autos, se ha interpretado erróneamente el art. 593 del C.C. y C., el principio de cosa juzgada y no se ha considerado lo establecido por la Ley N° 26.061 y el derecho de conocer la verdad biológica de BVN, la que ostenta tutela por el ordenamiento jurídico en el art. 33 de la C.N., así como en numerosos instrumentos internacionales con jerarquía constitucional (arts. 75 incs. 22 y 23 Constitución Nacional, Convención sobre los Derechos del Niño, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; Declaración Universal de los Derechos Humanos, Convención Americana sobre Derechos Humanos; por lo que corresponde revocar la resolución cuestionada).
Por ello, propicio hacer lugar al Recurso de Casación, y VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN dijo: HACER LUGAR al Recurso de Casación interpuesto por la actora y en consecuencia Casar la Sentencia N° 197 de fecha 18/06/18, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial y revocar la resolución cuestionada en todas sus partes, confirmando la Sentencia Interlocutoria N° 47 de fecha 29/05/17 (actuación Nº 7266108). ASÍ LO VOTO. 

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Costas a la vencida (art. 68 del CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
A LA SEXTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que en ESCEXT Nº 9571408 de fecha 05/07/18, los Dres. TITO DANIEL FERNÁNDEZ y PATRICIA A. ALEGRE, por la parte actora, interponen Recurso de Extraordinario de Inconstitucionalidad por sentencia arbitrara, en contra de la S.I.  Nº 197 del 18/06/18 (actuación Nº 9441940).
Bajo el punto V.- COALISIÓN CONSTITUCIONAL. PRIMACÍA, refieren que la sentencia recurrida objeto del presente recurso, hace lugar a la excepción de cosa juzgada.

Expresan que a los fines de determinar la entidad de la cosa juzgada en las sentencias de filiación, es necesario analizar una serie de conceptos, valores y principios fundamentales, para así poder dilucidar si es inmutable la cosa juzgada en lo que atañe a la materia de filiación.

Sostienen que aquí entran en juego una tensión de valores constitucionales, por un lado la seguridad de la cosa juzgada frente a la justicia o no de mantener una resolución que lesiona derechos fundamentales.
Realizan el análisis de los fallos 1) SCBA de fecha 27 de AGOSTO de 2008, en causa C. 85.363, "F., S. B contra G., G. D – Filiación y 2) D. 2152. XXXVIII - "Donoso, Patricia Rosa c/ Romero, Daniel Adolfo" - CSJN - 27/05/2004, concluyendo que con el último fallo analizado de la CSJN y su contracara, el de la CNCiv Sala B, se observan dos posturas en cuanto a la inmutabilidad de la cosa juzgada. Para el primero, ante un conflicto entre un derecho fundamental como es el derecho a la propiedad y el derecho personalísimo a conocer su propia identidad, debe prevalecer este último, fundado en las disposiciones de la Convención de los Derechos del Niño cuyos principios básicos tienen inmediata operatividad y supremacía superior a las leyes. Para el segundo fallo, los beneficios de la cosa juzgada que integran el derecho de propiedad que la Constitución tutela y el de la seguridad jurídica, que se nutre con sentencias válidas e inmutables, siguen siendo un pilar fundamental de cualquier estado de derecho.
 Bajo el punto III.- CONCLUSIÓN, sostienen que nos encontramos ante el principio de inmutabilidad relativa de la cosa juzgada y que la jurisprudencia fue admitiendo diferentes causales que habilitan la revisión.

Hacen referencia a la aplicación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, Niña y Adolecentes (art. 75 inc. 22 C.N.), que el interés superior del niño se encuentra integrado por el derecho a conocer la verdad en lo que respecta a su identidad biológica y que conforme el art. 590 del Código Civil y Comercial la legitimación para impugnar la paternidad es amplia.
Sostienen que el principio de verdad biológica es receptado expresamente en el derecho argentino luego de la sanción de la Ley 23.264, en los arts. 244, 252 y 253 del CCiv., avanzó y se consolidó con la Ley 26.061 que nace como derecho implícito consagrado en el art. 33 de la CN y el derecho a la identidad ha adquirido rango constitucional y ha sido reconocido explícitamente en diversos instrumentos internacionales que -tras la reforma constitucional- gozan de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22; art. 19 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; art. 2 inc. 2 de la Convención Internacional sobre eliminación de todas las formas de discriminación, arts. 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño).

Expresan  que la pugna entre la seguridad jurídica y el derecho a la identidad biológica es aparente, porque la inmutabilidad de la cosa juzgada puede ser cuestionada porque se configuraron circunstancias precisas y excepcionales, como lo fue el estudio biológico se realizó en la ciudad de Buenos Aires en DDC DIAGNOSTICS CENTER (estudios genéticos avanzados) ADNANÁLISIS con resultado negativo, con fechas 17/06/2014 y 26/09/2014, con fecha posterior a la S.D. Nº 122 de fecha 25 de septiembre de 2007.
Concluyen que la pérdida del carácter inmutable de la cosa juzgada procede en el caso de autos dado las circunstancias sobrevinientes y en orden a su acaecimiento, se demuestra con los estudios adjuntos en la causa -no negados, ni impugnados por la demandada- el error o la inexactitud de una situación notoriamente injusta, como sucede en autos frente a la aparición de nuevas pruebas desconocidas al momento del dictado de la sentencia. Hace reserva de derechos.
2) Que los apoderados de BVN contesta traslado del recurso en ESCEXT Nº 9729359 de fecha 07/08/18, exponiendo los fundamentos por los que sostiene su improcedencia, los que debidamente merituados tengo por reproducidos brevitatis causae.
3) El Recurso de Inconstitucionalidad fue concedido por este Alto Cuerpo mediante STJSL-S.J.–S.I. Nº 167/19 del 27/5/19 (actuación N° 11684689), por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia.
4) Que el Sr. Procurador General en actuación Nº 12203541 de fecha 12/08/19 sostuvo que los argumento sostenidos en el Recurso de Inconstitucionalidad quedan subsumidos en la cuestión ya analizada en el Recurso de Casación, relativa a las normas que deben aplicarse en la presente instancia de la causa judicial en trámite.
5) Que dada la resolución que se propicia respecto del Recurso de Casación, en cuanto  resuelve Casar la Sentencia N° 197 de fecha 18/06/18, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial y en consecuencia revocar la resolución cuestionada en todas sus partes, confirmando la Sentencia Interlocutoria N° 47 de fecha 29/05/17, se torna inoficioso el tratamiento del presente Recurso de Extraordinario de Inconstitucionalidad por arbitrariedad de sentencia, pues, conforme lo dictaminado por el Sr. Procurador en fecha 12/08/19 los argumentos sostenidos en el presente recurso quedan subsumidos en la cuestión ya analizada en el Recurso de Casación, con relación a las normas que deben aplicarse en la presente instancia de la causa judicial en trámite.
Por lo expuesto, VOTO a esta CUARTA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEXTA CUESTIÓN.
A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN dijo: Que dada la forma en que se resuelve la sexta cuestión, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
///…

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.
A LA OCTAVA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN dijo: Sin Costas, dada la forma en que se han resuelto las cuestiones anteriores. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación.

San Luis, seis de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) HACER LUGAR al Recurso de Casación interpuesto por el actor y en consecuencia Casar la Sentencia N° 197 de fecha 18/06/18, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial y revocar la resolución cuestionada en todas sus partes, confirmando la Sentencia Interlocutoria N° 47 de fecha 29/05/17 (actuación Nº 7266108).

II) Costas a la vencida.
III) Respecto al Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto, no corresponde su tratamiento.
IV) Sin costas.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, CARLOS ALBERTO COBO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.

